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Termino “Derecho al olvido”, socialmente reciente, en España



Tendencia del “Derecho al olvido” en el mundo: right to be forgotten



¿Qué es el derecho al olvido?

Artículo 17 (Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a la protección 
de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de 
estos datos)

Derecho de supresión («el derecho al olvido»)

1.   El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable del tratamiento la 
supresión de los datos personales que le conciernan, el cual estará obligado a suprimir sin dilación 
indebida los datos personales cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) los datos personales ya no sean necesarios en relación con los fines para los que fueron recogidos o 
tratados de otro modo;

En los archivos conservamos datos con finalidad histórica/cultural



b) el interesado retire el consentimiento en que se basa el tratamiento de conformidad con el artículo 6, 
apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a), y este no se base en otro fundamento jurídico;

Artículo 6. Licitud del tratamiento
1.   El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes condiciones:
a)  el interesado dio su consentimiento para el tratamiento de sus datos personales para uno o 
varios fines específicos;

Artículo 9 Tratamiento de categorías especiales de datos personales
1.   Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o 
racial, las opiniones políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación 
sindical, y el tratamiento de datos genéticos, datos biométricos dirigidos a identificar de 
manera unívoca a una persona física, datos relativos a la salud o datos relativos a la vida 
sexual o las orientación sexuales de una persona física.

2.   El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las circunstancias siguientes:
a)  el interesado dio su consentimiento explícito para el tratamiento de dichos datos 
personales con uno o más de los fines especificados, excepto cuando el Derecho de la Unión o 
de los Estados miembros establezca que la prohibición mencionada en el apartado 1 no puede 
ser levantada por el interesado;

En la documentación archivística de las organizaciones políticas, religiosas, etc., se 
puede tratar informáticamente pues sus miembros suelen dar el consentimiento



c) el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21, apartado 1, y no prevalezcan otros 
motivos legítimos para el tratamiento, o el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21, 
apartado 2;

Sección 4 Derecho de oposición y decisiones individuales automatizadas
Artículo 21 Derecho de oposición

1.   El interesado tendrá derecho a oponerse en cualquier momento, por motivos relacionados con su situación 
particular, a que datos personales que le conciernan sean objeto de un tratamiento basado en lo dispuesto en el 
artículo 6, apartado 1, letras e) o f), incluida la elaboración de perfiles sobre la base de dichas disposiciones. El 
responsable del tratamiento dejará de tratar los datos personales, salvo que acredite motivos legítimos imperiosos 
para el tratamiento que prevalezcan sobre los intereses, los derechos y las libertades del interesado, o para la 
formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones.
2.   Cuando el tratamiento de datos personales tenga por objeto la mercadotecnia directa, el interesado tendrá 
derecho a oponerse en todo momento al tratamiento de los datos personales que le conciernan, incluida la 
elaboración de perfiles en la medida en que esté relacionada con la citada mercadotecnia.

e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de 
poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento;

f) el tratamiento es necesario para la satisfacción de intereses legítimos perseguidos por el responsable del 
tratamiento o por un tercero, siempre que sobre dichos intereses no prevalezcan los intereses o los derechos y 
libertades fundamentales del interesado que requieran la protección de datos personales, en particular cuando el 
interesado sea un niño.

Artículo 6

Licitud del 
tratamiento

Afecta al tratamiento, no a la 
conservación de la información en 
los archivos



d) los datos personales hayan sido tratados ilícitamente;

e) los datos personales deban suprimirse para el cumplimiento de una obligación legal establecida en el 
Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento;

f) los datos personales se hayan obtenido en relación con la oferta de servicios de la sociedad de la 
información mencionados en el artículo 8, apartado 1.

Artículo 8  Condiciones aplicables al consentimiento del niño en relación con los servicios 
de la sociedad de la información

1.   Cuando se aplique el artículo 6, apartado 1, letra a), en relación con la oferta directa a 
niños de servicios de la sociedad de la información, el tratamiento de los datos personales 
de un niño se considerará lícito cuando tenga como mínimo 16 años. Si el niño es menor 
de 16 años, tal tratamiento únicamente se considerará lícito si el consentimiento lo dio o 
autorizó el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, y solo en la medida en que 
se dio o autorizó.

Los Estados miembros podrán establecer por ley una edad inferior a tales fines, siempre 
que esta no sea inferior a 13 años.

Modificación de la 
legalidad. Caso: el 26 de 
diciembre de 1978 una 
modificación de la ley de 
peligrosidad social del 
franquismo, que 
contemplaba "vagos 
habituales", "los que 
realicen actos de 
homosexualidad”.
Tras la solicitud de 
destrucción por colectivos 
LGTB, se conservan por 
valor histórico.



Excepciones al derecho individual de supresión de datos:

Art. 17. 3
a) para ejercer el derecho a la libertad de expresión e información;



Evolución y contexto al derecho de libertad de expresión e información

Época preconstitucional:

Licencia real / estado Libros prohibidos por la Santa 
Inquisición



Libertad de información en la época constitucional

Constitución de 1812 Constitución II República, 1931



Ley 14/1966, de 18 de marzo, de Prensa e Imprenta.



Constitución española, 1978



Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y 
familiar y a la propia imagen.





Interés público
Interés del público

Interés de lo público



Equilibrar la libertad de expresión, la libertad de información, con el derecho general a la 
privacidad

1950-2021, Convenio Europeo de Derechos 
Humanos

1791. Primera enmienda Constitución EE. UU.

En los Estados Unidos, el derecho al respeto de la vida privada no 
encuentra protección directa explícita en la Constitución Federal 
de los Estados Unidos, y sí el de libertad de expresión y de 
prensa, por lo que en la práctica la actual Corte Suprema de los 
Estados Unidos, rara vez o nunca, favorecerán un derecho no 
enumerado sobre uno enumerado.



Convenio para la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento 
Automatizado de Datos Personales. Consejo de Europa, Strasbourg, 28.I.1981

Artículo 1 – Objeto y finalidad
El presente Convenio tiene por objeto asegurar en el territorio de cada Parte a toda 
persona, cualquiera que sea su nacionalidad o residencia, el respeto de sus derechos 
y libertades fundamentales, y en particular su derecho a la intimidad, con respecto al 
tratamiento automatizado de datos personales relativos a él ("protección de datos").

Artículo 5 – Calidad de los datos
Los datos personales objeto de tratamiento automatizado serán:
a) obtenido y procesado de manera justa y legal;
b) almacenado para fines específicos y legítimos y no utilizado de manera 

incompatible con esos fines;
c) adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con los fines para los que se 

almacenan;
d) precisa y, cuando sea necesario, actualizada;
e) conservados en un formato que permita la identificación de los interesados 

durante no más tiempo del necesario para el fin para el que se almacenan esos 
datos.



Artículo 8 – Garantías adicionales para el titular de los datos

Cualquier persona estará habilitada:
a) establecer la existencia de un fichero automatizado de datos de carácter personal, sus 

finalidades principales, así como la identidad y domicilio habitual o domicilio social 
principal del responsable del fichero;

b)
c) obtener a intervalos razonables y sin demoras ni gastos excesivos la confirmación de si los 

datos personales que le conciernen se almacenan en el archivo de datos automatizado, así 
como la comunicación de dichos datos de forma inteligible;

d)
e) obtener, en su caso, la rectificación o supresión de dichos datos si éstos han sido tratados 

en contravención de las disposiciones de la legislación interna que dan efecto a los 
principios básicos enunciados en los artículos 5 y 6 del presente Convenio;

f)
g) disponer de un recurso en caso de incumplimiento del requerimiento de confirmación o, 

en su caso, de comunicación, rectificación o supresión a que se refieren los apartados b y c 
de este artículo.



BOE:  Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de rectificación.

Es un derecho de rectificación de la información, aún no de automatización/ tratamiento de 
datos.

Artículo primero.
Toda persona, natural o jurídica, tiene derecho a rectificar la información difundida, por 
cualquier medio de comunicación social, de hechos que le aludan, que considere inexactos 
y cuya divulgación pueda causarle perjuicio.

Podrán ejercitar el derecho de rectificación el perjudicado aludido o su representantes y, si 
hubiese fallecido aquél, sus herederos o los representantes de éstos.



El gran impulso en la protección de datos personales. Unión Europea

Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a 
la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a 
la libre circulación de estos datos

Artículo 2. Definiciones
b) «tratamiento de datos personales» («tratamiento»): cualquier operación o conjunto de operaciones, efectuadas o no 
mediante procedimientos automatizados, y aplicadas a datos personales, como la recogida, registro, organización, 
conservación, elaboración o modificación, extracción, consulta, utilización, comunicación por transmisión, difusión o 
cualquier otra forma que facilite el acceso a los mismos, cotejo o interconexión, así como su bloqueo, supresión o 
destrucción;

Artículo 9. Tratamiento de datos personales y libertad de expresión
En lo referente al tratamiento de datos personales con fines exclusivamente periodísticos o de expresión artística o literaria, 
los Estados miembros establecerán, respecto de las disposiciones del presente capítulo, del capítulo IV y del capítulo VI, 
exenciones y excepciones sólo en la medida en que resulten necesarias para conciliar el derecho a la intimidad con las 
normas que rigen la libertad de expresión.

Artículo 12 (sobre derecho de acceso del ciudadano)
b) en su caso, la rectificación, la supresión o el bloqueo de los datos cuyo tratamiento no se ajuste a las disposiciones de 
la presente Directiva, en particular a causa del carácter incompleto o inexacto de los datos;



BOE: Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Artículo 4. Calidad de los datos.
1. Los datos de carácter personal sólo se podrán recoger para su tratamiento, así como someterlos a dicho 
tratamiento, cuando sean adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con el ámbito y las finalidades 
determinadas, explícitas y legítimas para las que se hayan obtenido.

2. Los datos de carácter personal objeto de tratamiento no podrán usarse para finalidades incompatibles con 
aquellas para las que los datos hubieran sido recogidos. No se considerará incompatible el tratamiento posterior 
de éstos con fines históricos, estadísticos o científicos.

Artículo 16. Derecho de rectificación y cancelación.
1. El responsable del tratamiento tendrá la obligación de hacer efectivo el derecho de rectificación o cancelación 
del interesado en el plazo de diez días.

2. Serán rectificados o cancelados, en su caso, los datos de carácter personal cuyo tratamiento no se ajuste a lo 
dispuesto en la presente Ley y, en particular, cuando tales datos resulten inexactos o incompletos.

Artículo 1. Objeto.
La presente Ley Orgánica tiene por objeto garantizar y proteger, en lo que concierne al tratamiento de los datos 
personales, las libertades públicas y los derechos fundamentales de las personas físicas, y especialmente de su 
honor e intimidad personal y familiar.

Ninguna referencia a la libertad de expresión o información



Caso Dª ZZZ, contra AAA y Boletín Oficial de canarias, 2010.





Argumentos del proceso de búsqueda de AAA



Más argumentos de AAA



Argumentos del Boletín Oficial de Canarias



Más argumentos de AAA: funcionamiento de las búsquedas y de la publicidad (el sistema AdWords)



Los buscadores están obligados a cumplir la legislación española y europea



Resolución de la Agencia Española de Protección de Datos



El caso importante:
Sr. Mario Costeja González contra Google

En marzo de 2010, un ciudadano español, el Sr. Costeja González, denunció ante la Agencia Nacional de 
Protección de Datos (AEPD) que, cuando su nombre fue introducido en el buscador Google, las entradas que 
aparecieron por primera vez eran páginas del diario barcelonés La Vanguardia de 19 de enero y 9 de marzo 
de 1998, con un anuncio en el que se mencionaba un inmueble del que era copropietario en el marco de un 
procedimiento de embargo para el cobro de deudas de la Seguridad Social. Solicitó, por una parte, que se 
exigiera a La Vanguardia que eliminara o modificara esas páginas para que los datos personales que le 
conciernen dejaran de aparecer, y, en segundo lugar, que se exigiera a Google que suprimiera u ocultara los 
datos personales que le conciernen para que dejaran de incluirse en los resultados de búsqueda. Declaró que 
los procedimientos de embargo se habían resuelto plenamente durante varios años y que la referencia a 
ellos era ahora totalmente irrelevante.

La AEPD desestimó la denuncia en la medida en que se refería a La Vanguardia.
Sin embargo, la queja contra Google fue confirmada. La AEPD consideró que los operadores de buscadores 
están sujetos a la legislación de protección de datos dado que realizan tratamientos de datos de los que son 
responsables y actúan como intermediarios en la sociedad de la información. Google llevó el asunto a la 
Audiencia Nacional, que planteó al Tribunal de Justicia tres cuestiones prejudiciales sobre la interpretación 
de la Directiva. 
https://www.aepd.es/es/documento/td-00650-2010.pdf

https://www.aepd.es/es/documento/td-00650-2010.pdf


Criterio de la AEPD de  2007

TD/266/2007 la Agencia Española de protección de datos manifiesta:

“… cabe proclamar que ningún ciudadano que ni goce de la condición de personaje público ni sea objeto de 
hecho noticiable de relevancia pública tiene que resignarse a soportar que sus datos de carácter personal 
circulen por la RED sin poder reaccionar ni corregir la inclusión ilegítima de los mismos en un sistema de 
comunicación universal como Internet. Si requerir el consentimiento individualizado de los ciudadanos para 
incluir sus datos personales en Internet o exigir mecanismos técnicos que impidieran o filtraran la 
incorporación inconsentida de datos personales podría suponer una insoportable barrera al libre ejercicio 
de las libertades de expresión e información a modo de censura previa (lo que resulta constitucionalmente 
proscrito), no es menos cierto que resulta palmariamente legítimo que el ciudadano que no esté obligado a 
someterse a la disciplina del ejercicio de las referidas libertades (por no resultar sus datos personales de 
interés público ni contribuir, en consecuencia, su conocimiento a forjar una opinión pública libre como pilar 
basilar del Estado democrático) debe gozar de mecanismos reactivos amparados en Derecho (como el 
derecho de cancelación de datos de carácter personal) que impidan el mantenimiento secular y universal 
en la Red de su información de carácter personal”.



SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA EUROPEO (Gran Sala) de 13 de mayo de 2014, c-131/12

Google Spain, S.L.,

Google Inc.

y

Agencia Española de Protección de Datos (AEPD),

Mario Costeja González,

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 26 de febrero de 2013;
consideradas las observaciones presentadas:

— en nombre de Google Spain, S.L., y Google Inc., por los Sres. F. González Díaz, J. Baño Fos y B. Holles, abogados;
— en nombre del Sr. Costeja González, por el Sr. J. Muñoz Rodríguez, abogado;
— en nombre del Gobierno español, por el Sr. A. Rubio González, en calidad de agente;
— en nombre del Gobierno helénico, por la Sra. E.-M. Mamouna y el Sr. K. Boskovits, en calidad de agentes;
— en nombre del Gobierno italiano, por la Sra. G. Palmieri, en calidad de agente, asistida por el Sr. P. Gentili, avvocato 
dello Stato;
— en nombre del Gobierno austriaco, por el Sr. G. Kunnert y la Sra. C. Pesendorfer, en calidad de agentes;
— en nombre del Gobierno polaco, por los Sres. B. Majczyna y M. Szpunar, en calidad de agentes;
— en nombre de la Comisión Europea, por la Sra. I. Martínez del Peral y Sr. B. Martenczuk, en calidad de agentes;



El Tribunal Europeo reconoce que el aspecto clave es la interpretación de estos apartados de la 
Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo

Art. 2, letras b) y d),

Art. 4, apartado 1, letras a) y c),

Art. 12, letra b),

Art. 14, párrafo primero, letra 
a), 

b) «tratamiento de datos personales» («tratamiento»): cualquier operación o conjunto de operaciones, realizadas o no mediante
procedimientos automatizados, y aplicadas a datos personales, como la recogida, registro, organización, conservación, elaboración o 
modificación, extracción, consulta, utilización, comunicación por transmisión, difusión o cualquier otra forma que facilite el acceso a los 
mismos, cotejo o interconexión, así como su bloqueo, supresión o destrucción;

d) «responsable del tratamiento»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o cualquier otro organismo que sólo o 
conjuntamente con otros determinen las multas y los medios del tratamiento de datos personales; en caso de que las multas y los 
medios del tratamiento sean determinados por disposiciones legislativas o reglamentarias nacionales o comunitarias, el responsable del 
tratamiento o los criterios específicos para su nombramiento podrán ser fijados por el Derecho nacional o comunitario;

1. Los Estados miembros aplicarán las disposiciones nacionales que hayan aprobado para la aplicación de la presente Directiva a todo 
tratamiento de datos personales cuando:
a) el tratamiento sea eliminado en el marco de las actividades de un establecimiento del responsable del tratamiento en el territorio del 
Estado miembro. Cuando el mismo responsable del tratamiento esté establecido en el territorio de varios Estados miembros deberá 
adoptar las medidas necesarias para garantizar que cada uno de dichos establecimientos cumpla las obligaciones previstas por el 
Derecho nacional aplicable;

c) el responsable del tratamiento no esté establecido en el territorio de la Comunidad y recurra, para el tratamiento de datos 
personales, a medios, automatizados o no, situados en el territorio de dicho Estado miembro, salvo en caso de que dichos medios se 
utilicen solamente con fines de tránsito por el territorio de la Comunidad Europea.

Artículo 12 Derecho de acceso
Los Estados miembros garantizarán a todos los interesados el derecho de obtener del responsable del tratamiento:
b ) en su caso, la rectificación, la supresión o el bloqueo de los datos cuyo tratamiento no se ajuste a las disposiciones ce la presente 
Directiva , en particular a causa del carácter incompleto o inexacto de los datos;

Los Estados miembros reconocerán al interesado el derecho a:

a) oponerse, al menos en los casos contemplados en las letras e) yf) del artículo 7, en cualquier momento y por razones legítimas 
propias de su situación particular, a que los datos que le conciernan sean objeto de tratamiento, excepto cuando la legislación nacional 
dispone de otra cosa. En caso de oposición justificada, el tratamiento que efectúe el responsable no podrá referirse ya a esos datos;



Cuestiones que se plantean:

En relación con la actividad [de Google Search], como proveedor de contenidos, consistente en localizar 
la información publicada o incluida en la red por terceros, indexarla de forma automática, almacenarla 
temporalmente y finalmente ponerla a disposición de los internautas con un cierto orden de preferencia, 
cuando dicha información contenga datos personales de terceras personas, ¿Debe interpretarse una 
actividad como la descrita comprendida en el concepto de “tratamiento de datos”, contenido en el art. 
2.b de la [Directiva 95/46]?

¿Debe interpretarse que los derechos de supresión y bloqueo de los datos, regulados en el art. 12.b) y el 
de oposición, regulado en el art. 14.a) de la [Directiva 95/46] comprenden que el interesado pueda 
dirigirse frente a los buscadores para impedir la indexación de la información referida a su persona, 
publicada en páginas web de terceros, amparándose en su voluntad de que la misma no sea conocida por 
los internautas cuando considere que puede perjudicarle o desea que sea olvidada, aunque se trate de una 
información publicada lícitamente por terceros?



¿Qué opina Google?

Google Spain y Google Inc.: la actividad de los motores de búsqueda no puede considerarse tratamiento 
de los datos que se muestran en las páginas web de terceros que presenta la lista de resultados de la 
búsqueda, dado que estos motores tratan la información accesible en Internet globalmente sin 
seleccionar entre datos personales y el resto de información. En su opinión, además, aun suponiendo que 
esta actividad deba ser calificada de «tratamiento de datos», el gestor de un motor de búsqueda no 
puede considerarse «responsable» de ese tratamiento, ya que no conoce dichos datos y no ejerce control 
sobre ellos.

Google Spain y Google Inc. consideran que, en virtud del principio de proporcionalidad, cualquier solicitud que 
tenga por objeto que se elimine información debe dirigirse al editor del sitio de Internet de que se trate, ya que 
éste es quien asume la responsabilidad de publicar la información, quien puede examinar la licitud de esta 
publicación y quien dispone de los medios más eficaces y menos restrictivos para hacer que esa información 
sea inaccesible. Además, consideran que imponer al gestor de un motor de búsqueda que retire de sus índices 
información publicada en Internet no tiene suficientemente en cuenta los derechos fundamentales de los 
editores de sitios de Internet, del resto de los internautas y del propio gestor.



¿Qué opina el Tribunal de Justicia (acorde con Sr. Costeja y la AEPD)?

al explorar Internet de manera automatizada, constante y sistemática en busca de la información que allí 
se publica, el gestor de un motor de búsqueda «recoge» tales datos que «extrae», «registra» y «organiza» 
posteriormente en el marco de sus programas de indexación, «conserva» en sus servidores y, en su caso, 
«comunica» y «facilita el acceso» a sus usuarios en forma de listas de resultados de sus búsquedas. Ya que 
estas operaciones están recogidas de forma explícita e incondicional en el artículo 2, letra b), de la 
Directiva 95/46, deben calificarse de «tratamiento» en el sentido de dicha disposición, sin que sea 
relevante que el gestor del motor de búsqueda también realice las mismas operaciones con otros tipos de 
información y no distinga entre éstos y los datos personales.



Polémica central: Derecho a la intimidad / Derecho a la información (Derecho a saber)

El Tribunal de Justicia expone:

en la medida en que la supresión de vínculos de la lista de resultados podría, en función de la 
información de que se trate, tener repercusiones en el interés legítimo de los internautas 
potencialmente interesados en tener acceso a la información en cuestión, es preciso buscar, en 
situaciones como las del litigio principal, un justo equilibrio, en particular entre este interés y los 
derechos fundamentales de la persona afectada con arreglo a los artículos 7 y 8 de la Carta. Aunque, 
ciertamente, los derechos de esa persona protegidos por dichos artículos prevalecen igualmente, con 
carácter general, sobre el mencionado interés de los internautas, no obstante este equilibrio puede 
depender, en supuestos específicos, de la naturaleza de la información de que se trate y del carácter 
sensible para la vida privada de la persona afectada y del interés del público en disponer de esta 
información, que puede variar, en particular, en función del papel que esta persona desempeñe en la 
vida pública.



División de opiniones ¿Quién debe ejercer el ejercicio de supresión?:

Google Spain, Google Inc., los Gobiernos helénico, austriaco y polaco y la Comisión: la Directiva 
95/46 confieren derechos a los interesados únicamente a condición de que el tratamiento 
controvertido sea incompatible con dicha Directiva o por razones legítimas propias de su 
situación particular, y no por la mera razón de que consideren que este tratamiento puede 
perjudicarles o deseen que los datos objeto de ese tratamiento caigan en el olvido. Los 
Gobiernos helénico y austriaco consideran que el interesado debe dirigirse al editor del sitio de 
Internet de que se trate.

El Sr. Costeja González y los Gobiernos español e italiano son de la opinión de que el interesado puede 
oponerse a la indexación de sus datos personales por un motor de búsqueda cuando la difusión de estos 
datos por la intermediación de éste le perjudica y de que sus derechos fundamentales a la protección de 
dichos datos y de respeto a la vida privada, que engloban el «derecho al olvido», prevalecen sobre los 
intereses legítimos del gestor de dicho motor y el interés general en la libertad de información.



Declaración del Tribunal de Justicia:

Los artículos 12, letra b) y 14, párrafo primero, letra a), de la Directiva 95/46 deben 
interpretarse en el sentido de que, para respetar los derechos que establecen estas 
disposiciones, siempre que se cumplan realmente los requisitos establecidos en ellos, el 
gestor de un motor de búsqueda está obligado a eliminar de la lista de resultados obtenida 
tras una búsqueda efectuada a partir del nombre de una persona vínculos a páginas web, 
publicadas por terceros y que contienen información relativa a esta persona, también en el 
supuesto de que este nombre o esta información no se borren previa o simultáneamente de 
estas páginas web, y, en su caso, aunque la publicación en dichas páginas sea en sí misma 
lícita.



Opinión anglosajona del caso (Parlamento del Reino Unido)

¿CÓMO SE 'OLVIDA' LA INFORMACIÓN?

15. La expresión "derecho al olvido" es engañosa. La información no se puede "olvidar" 
deliberadamente. No puede ser "consignado en el olvido" (expresión utilizada por el tribunal español 
en su petición de decisión prejudicial).[18 ] Las páginas de La Vanguardia todavía existen en copia 
impresa, y se puede acceder de inmediato por vía electrónica tecleando el nombre del copropietario de 
la propiedad que se estaba subastando. La información puede haber sido publicada en otros 
periódicos. Es muy posible que todavía esté en los registros de los tribunales españoles y el ministerio 
español. En teoría, se habrá vuelto más difícil de encontrar ya que esas páginas ya no aparecerán en 
una búsqueda en Google del nombre del denunciante, el Sr. Costeja González; de hecho, es más 
prominente que nunca ya que aparece en un gran número de informes vinculados a la sentencia del 
Tribunal que, por supuesto, aparecen cuando se ingresa su nombre. También será accesible a través de 
buscadores, como google.com, que territorialmente no están sujetos a la sentencia de la Corte. Desde 
el punto de vista del interesado, el derecho al olvido es, en el mejor de los casos, un derecho a hacer 
que la información sea menos accesible; en el peor de los casos, puede lograr lo contrario de lo que se 
deseaba.

https://publications.parliament.uk/pa/ld201415/ldselect/ldeucom/40/4004.htm#n18

https://publications.parliament.uk/pa/ld201415/ldselect/ldeucom/40/4004.htm#n18


2015 Caso de la AEPD

https://www.aepd.es/es/docu
mento/e-02887-2015.pdf

https://www.aepd.es/es/documento/e-02887-2015.pdf




¿Qué dice actualmente la AEPD sobre el derecho al olvido?

¿Qué es el derecho de supresión ("derecho al olvido")?
Es la manifestación del derecho de supresión aplicado a los buscadores de internet. El derecho de 
supresión ('derecho al olvido') hace referencia al derecho a impedir la difusión de información 
personal a través de internet cuando su publicación no cumple los requisitos de adecuación y 
pertinencia previstos en la normativa. En concreto, incluye el derecho a limitar la difusión universal e 
indiscriminada de datos personales en los buscadores generales cuando la información es obsoleta o 
ya no tiene relevancia ni interés público, aunque la publicación original sea legítima (en el caso de 
boletines oficiales o informaciones amparadas por las libertades de expresión o de información).



¿Cómo queda estableció el derecho al olvido en la ley española de protección de datos (2018) 

https://www.boe.es/buscar/pdf/2018/BOE-A-2018-16673-consolidado.pdf

https://www.boe.es/buscar/pdf/2018/BOE-A-2018-16673-consolidado.pdf


Ejercer el Derecho al Olvido en Google: https://www.google.com/webmasters/tools/legal-removal-
request?complaint_type=rtbf&visit_id=637882067312600814-3618081277&hl=es&rd=1

https://www.google.com/webmasters/tools/legal-removal-request?complaint_type=rtbf&visit_id=637882067312600814-3618081277&hl=es&rd=1


https://www.bing.com/webmaster/tools/eu-privacy-request

https://www.bing.com/webmaster/tools/eu-privacy-request


Yahoo empieza con una breve explicación
https://es.ayuda.yahoo.com/kb/Solicitud-para-bloquear-resultados-de-b%C3%BAsqueda-en-Yahoo-Search-Recursos-para-Residentes-Europeos-
sln28252.html?guccounter=1&guce_referrer=aHR0cHM6Ly93d3cuYWVwZC5lcy8&guce_referrer_sig=AQAAAEGA_mASK8qtBnn2D9e-
6ycybkHahbo5g4VX2VSQ0G6HubBTtQ3Hd6aFyXSztcFCBd61oCloFbmgN4nqKXO8H-Wfr_45ZbXZ_UYcfuAdjX7wFoxU5TPom0W5PXeqyqnoJfZvoc6urw-lXbL9LRAT-LVglUgPx4DyyoSM5xteRkw_

https://es.ayuda.yahoo.com/kb/Solicitud-para-bloquear-resultados-de-búsqueda-en-Yahoo-Search-Recursos-para-Residentes-Europeos-sln28252.html?guccounter=1&guce_referrer=aHR0cHM6Ly93d3cuYWVwZC5lcy8&guce_referrer_sig=AQAAAEGA_mASK8qtBnn2D9e-6ycybkHahbo5g4VX2VSQ0G6HubBTtQ3Hd6aFyXSztcFCBd61oCloFbmgN4nqKXO8H-Wfr_45ZbXZ_UYcfuAdjX7wFoxU5TPom0W5PXeqyqnoJfZvoc6urw-lXbL9LRAT-LVglUgPx4DyyoSM5xteRkw_


Problemas:

- No existe una autoridad independiente para garantizar el derecho al olvido / derecho a la 
información

-
-
- ¿Existe algún limite temporal? (En el acceso a la información documental, sí)



Resultados del ejercicio del derecho al olvido en Google:



Solicitudes españolas



Solicitudes francesas: los que más solicitan.



https://support.google.com/l
egal/troubleshooter/111490
5#ts=1115658%2C1115662

https://support.google.com/legal/troubleshooter/1114905#ts=1115658%2C1115662


Caso reciente (mayo 2022)

https://lumendatabase.org/

https://www.aepd.es/es/documento/ps-00140-2020.pdf

La base de datos de Lumen recopila y analiza quejas legales y 
solicitudes de eliminación de materiales en línea, lo que ayuda a 
los usuarios de Internet a conocer sus derechos y comprender la 
ley. Estos datos nos permiten estudiar la prevalencia de las 
amenazas legales y permiten a los usuarios de Internet ver el 
origen de las eliminaciones de contenido.

https://lumendatabase.org/
https://www.aepd.es/es/documento/ps-00140-2020.pdf






¿Cómo afecta a las administraciones públicas?

Artículo 6 (Reglamento (UE) 2016/679 Europeo de protección de datos)
Licitud del tratamiento

1.   El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes condiciones:

a) el interesado dio su consentimiento para el tratamiento de sus datos personales para uno o varios fines específicos;

b) el tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el que el interesado es parte o para la aplicación a petición de 
este de medidas precontractuales;

c) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al responsable del tratamiento;

d) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física;

e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes 
públicos conferidos al responsable del tratamiento;

f) el tratamiento es necesario para la satisfacción de intereses legítimos perseguidos por el responsable del tratamiento o por 
un tercero, siempre que sobre dichos intereses no prevalezcan los intereses o los derechos y libertades fundamentales del 
interesado que requieran la protección de datos personales, en particular cuando el interesado sea un niño.

Lo dispuesto en la letra f) del párrafo primero no será de aplicación al tratamiento realizado por las autoridades públicas en el 
ejercicio de sus funciones.



¿Cómo afecta a las bases de datos de las administraciones públicas?

Cualquier actividad en la que estén presentes datos de carácter personal constituirá un tratamiento de datos,
ya se realice de manera manual o automatizada, total o parcialmente, como la recogida, registro, organización,
estructuración, conservación, adaptación o modificación, extracción, consulta, utilización, comunicación
por transmisión, difusión o cualquier otra forma de habilitación de acceso, cotejo o interconexión, limitación,
supresión o destrucción.



¿Qué acciones de derecho a la información realizan las administraciones públicas?

Transparencia activa: bases de datos con información

Sector privado: 
identificación de 
empresas



Bases de datos en las administraciones públicas.

Problemas en los datos abiertos en las AAPP (turismo, agricultura, cultura, redes sociales, etc.) :

- Falta de personal
- Software pertinente
- Protección legal
- Gestión (tratamiento, comunicación)
- Estandarización de datos en las administraciones públicas
- Recursos económicos
- Confiabilidad en la gestión e identificación de datos.

Incidencia
- Uso de los datos (reutilización): para hacer el bien o para hacer el mal (estos se dan más prisa)
- Metodología pertinente en el uso de los datos (estructuración)



¿Cómo afecta a los archivos?

Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales



¿Qué ocurre en la fase de producción de documentos en la administración electrónica?

Diferencias entre un Sistema de Gestión de Documentos Electrónicos y un Sistema de Gestión de Documentos 
Electrónicos de Archivo

MoReq – Model Requirements for the management of electronic records



 Un EDMS…  Un ERMS…

 Permet modificar esborranys de document.  Evita la modificació dels documents.

 Permet diverses versions d’un esborrany de 

document.

 Només permet una única versió definitiva 

d’un document.

 Pot permetre que els propietaris 

suprimeixin un esborrany de document.

 Evita que se suprimeixin els documents 

excepte en circumstàncies estrictament 

controlades.

 Pot incloure determinats controls de 

conservació.

 Ha d’incloure controls rigorosos de 

conservació.

 Pot incloure una estructura 

d’emmagatzematge d’esborranys de 

document, que pot estar controlada pels 

usuaris.

 Ha d’incloure una estructura de gestió 

documental rigorosa (el quadre de 

classificació), que manté un rol 

d’administració.

 Està pensat principalment per facilitar l’ús 

diari dels esborranys de document generats 

per l’activitat de l’empresa.

 Pot fer-se servir per a la feina diària però 

està pensat per proporcionar un repositori 

segur dels documents de l’empresa.

Moreq2 en catalán.



¿Qué dice la normativa jurídica española?
Año 2011

Real Decreto 1708/2011, de 18 de noviembre, por el que se establece el Sistema Español de Archivos y se regula el Sistema de Archivos de la Administración 
General del Estado y de sus Organismos Públicos y su régimen de acceso

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2011-18541

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2011-18541


Año 1985, acceso a los documentos de archivo.

Art. 57c

Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.

https://www.boe.es/eli/es/l/1985/06/25/16/con

https://www.boe.es/eli/es/l/1985/06/25/16/con


Sistemas de difusión de datos personales en archivos digitalizados o nacidos digitalmente

Portales de transparencia de las administraciones públicas

Ayuntamiento de Valencia

Prevalece el derecho a la información, y nos se pueden suprimir o modificar datos



Portales de documentación archivística con documentos digitalizados







Muchas gracias!

A vuestra disposición en: 
vigicho@har.upv.es

mailto:vigicho@har.upv.es

